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La normativa española que excluye de las prestaciones por desempleo a los 
empleados de hogar, que son casi exclusivamente mujeres, es contraria al Derecho 

de la Unión 

Esta exclusión constituye una discriminación indirecta por razón de sexo en el acceso a las 
prestaciones de seguridad social 

La protección concedida por el sistema especial de seguridad social para empleados de hogar 
previsto por la normativa española 1 no incluye la protección contra el desempleo. 

Una trabajadora, empleada de hogar que trabaja para una persona física, está dada de alta en 
ese sistema especial desde enero de 2011. En noviembre de 2019 presentó a la Tesorería 
General de la Seguridad Social (TGSS) una solicitud de cotización por la contingencia de 
desempleo con el fin de adquirir el derecho a las prestaciones por desempleo. La TGSS denegó 
esta solicitud basándose en que la posibilidad de cotizar a dicho sistema especial para obtener 
una protección contra el riesgo de desempleo está expresamente excluida por la normativa 
española. 

La trabajadora interpuso entonces un recurso ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
n.º 2 de Vigo, alegando, en esencia, que la normativa nacional coloca a los empleados de hogar 
en una situación de desamparo social cuando pierden su empleo por causas que no les son 
imputables. Dicha trabajadora señala, en efecto, que ello les impide acceder no solo a la 
prestación por desempleo, sino a las demás ayudas sociales supeditadas a la extinción del 
derecho a dicha prestación. 

En este contexto, el juez español subraya que el colectivo de trabajadores de que se trata está 
constituido casi exclusivamente por mujeres, razón por la cual solicita al Tribunal de Justicia que 
interprete la Directiva sobre igualdad en materia de seguridad social, 2 con el fin de determinar si 
existe en este caso una discriminación indirecta por razón de sexo, prohibida por dicha Directiva. 

En su sentencia de hoy, el Tribunal de Justicia declara que la Directiva sobre igualdad en 
materia de seguridad social se opone a una disposición nacional que excluye las 
prestaciones por desempleo de las prestaciones de seguridad social concedidas a los 
empleados de hogar por un régimen legal de seguridad social, en la medida en que dicha 
disposición sitúe a las trabajadoras en desventaja particular con respecto a los 
trabajadores y no esté justificada por factores objetivos y ajenos a cualquier discriminación 
por razón de sexo. 

El Tribunal de Justicia recuerda de entrada que constituye una discriminación indirecta por razón 
de sexo una situación en que una disposición aparentemente neutra sitúa a personas de un sexo 
determinado en desventaja particular con respecto a personas del otro sexo, salvo que tal 
disposición pueda justificarse objetivamente y sea proporcionada. 

                                                 
1 Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre de 2015, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social (BOE n.º 261, de 31 de octubre de 2015, p. 103291; corrección de errores en BOE n.º 36, de 11 
de febrero de 2016, p. 10898). 
2 Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa a la aplicación progresiva del principio de 
igualdad de trato entre hombres y mujeres en materia de seguridad social (DO 1979, L 6, p. 24; EE 05/02, p. 174). 
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Si bien subraya que corresponde al juez español verificar si así sucede en este caso, el Tribunal 
de Justicia le proporciona indicaciones a esos efectos. 

El Tribunal de Justicia observa que, con arreglo a la normativa española, todos los trabajadores 
por cuenta ajena sujetos al Régimen General de la Seguridad Social, en el que está integrado el 
Sistema Especial para Empleados de Hogar, tienen derecho en principio a las prestaciones por 
desempleo. En España, al parecer, la proporción de trabajadores y trabajadoras por cuenta ajena 
es más o menos similar. En cambio, esta proporción difiere en gran medida en el colectivo de los 
empleados de hogar, puesto que las mujeres representan más del 95 % de este colectivo. Por lo 
tanto, la proporción de trabajadoras por cuenta ajena a la que afecta la diferencia de trato derivada 
de la exclusión controvertida es significativamente mayor que la de trabajadores por cuenta ajena. 
En consecuencia, la normativa nacional perjudicaría especialmente a las trabajadoras y 
entrañaría por tanto una discriminación indirecta por razón de sexo contraria a la Directiva, 
a menos que responda a un objetivo legítimo de política social y sea adecuada y necesaria 
para alcanzar dicho objetivo. 

El Gobierno español y la TGSS alegan que la exclusión de la protección contra el desempleo de 
los empleados de hogar está ligada a las peculiaridades de este sector profesional, entre ellas la 
condición de los empleadores, y que responde a objetivos de mantenimiento de las tasas de 
empleo y de lucha contra el trabajo ilegal y el fraude a la seguridad social. El Tribunal de Justicia 
confirma que los objetivos mencionados son legítimos desde el punto de vista de la política 
social. No obstante, considera que la normativa española no parece adecuada para 
alcanzarlos, puesto que no parece aplicarse de manera coherente y sistemática a la luz de 
dichos objetivos. 

En efecto, el Tribunal de Justicia pone de relieve que el colectivo de trabajadores excluido de 
la protección contra el desempleo no se distingue de manera pertinente de otros colectivos 
de trabajadores que no lo están. Subraya que esos otros colectivos de trabajadores, cuya 
relación laboral se desarrolla a domicilio para empleadores no profesionales, o cuyo sector laboral 
presenta las mismas peculiaridades en cuanto a índice de empleo, a cualificación y a 
remuneración que el de los empleados de hogar, plantean riesgos análogos en términos de 
reducción de las tasas de empleo, de fraude a la seguridad social y de recurso al trabajo ilegal, 
pero están todos ellos cubiertos por la protección contra el desempleo. Además, el Tribunal de 
Justicia añade que la inclusión en el Sistema Especial para Empleados de Hogar da derecho, 
en principio, a todas las prestaciones concedidas por el Régimen General de Seguridad 
Social español, salvo las de desempleo. Este sistema cubre, entre otros, los riesgos relativos a 
los accidentes de trabajo y a las enfermedades profesionales. Según el Tribunal de Justicia, existe 
también una falta de coherencia a este respecto, en la medida en que esas otras prestaciones 
presentan aparentemente los mismos riesgos de fraude a la seguridad social que las de 
desempleo. 

El Tribunal de Justicia considera por último que la normativa española parece ir más allá de lo 
necesario para lograr los objetivos mencionados. En efecto, la exclusión de la protección 
contra el desempleo implica al parecer la imposibilidad de obtener otras prestaciones de seguridad 
social a las que podrían tener derecho los empleados de hogar y cuya concesión está supeditada 
a la extinción del derecho a las prestaciones por desempleo. Por lo tanto, esta exclusión 
entraña una mayor desprotección social de los empleados de hogar, que se traduce en una 
situación de desamparo social. 

 

NOTA: La remisión prejudicial permite que los tribunales de los Estados miembros, en el contexto de un 
litigio del que estén conociendo, interroguen al Tribunal de Justicia acerca de la interpretación del Derecho 
de la Unión o sobre la validez de un acto de la Unión. El Tribunal de Justicia no resuelve el litigio nacional, y 
es el tribunal nacional quien debe resolver el litigio de conformidad con la decisión del Tribunal de Justicia. 
Dicha decisión vincula igualmente a los demás tribunales nacionales que conozcan de un problema similar. 

 

Documento no oficial, destinado a los medios de comunicación y que no vincula al Tribunal de Justicia. 
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